
CONSEJO PERMANENTE DE LA
OEA/Ser.G


ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS
CP/GT/PEC-87/00 



13 octubre 2000


COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS
Original: inglés


Grupo de Trabajo sobre Probidad y Ética Cívica

COMPARACIÓN DE MECANISMOS DE SEGUIMIENTO PARA EL CUMPLIMIENTO

DE COMPROMISOS CONFORME A ACUERDOS INTERNACIONALES

Comparación de mecanismos de seguimiento para el cumplimiento de compromisos conforme a acuerdos internacionales

PROYECTO

Septiembre 2000

[image: image1.png]



DEPARTAMENTO DE COOPERACIÓN E INFORMACIÓN JURÍDICA

SECRETARÍA DE ASUNTOS JURÍDICOS

ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS
COMPARACIÓN DE MECANISMOS DE SEGUIMIENTO PARA EL CUMPLIMIENTO

DE COMPROMISOS CONFORME A ACUERDOS INTERNACIONALES

I.
Introducción

Durante el pasado decenio, varias organizaciones internacionales se han concentrado en la lucha contra la corrupción. Con ese fin, los Estados representados en dichas organizaciones han negociado varias convenciones y tratados relativos a la corrupción. El 29 de marzo de 1996, los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) adoptaron la Convención Interamericana contra la Corrupción. El objeto de esa Convención es proporcionar un marco para las actividades y estrategias que se están adoptando en la OEA, tal como se expresan en los mandatos de las reuniones cumbre y las resoluciones de la Asamblea General. En particular, con la Convención se trata de dar un mayor impulso a la elaboración, por cada Estado miembro, de los mecanismos y medidas necesarios para prevenir, detectar, castigar y erradicar la corrupción, y facilitar la cooperación entre las partes de los Estados para garantizar la eficacia de las medidas y acciones relativas a la corrupción en el desempeño de las funciones públicas.

La Convención busca tratar la lucha contra la corrupción como un proceso permanente y en curso. El Grupo de Trabajo sobre Probidad y Ética Cívica de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos es responsable de supervisar las medidas que contiene el Programa Interamericano para la Cooperación en la Lucha contra la Corrupción. Esas medidas incluyen varias actividades para complementar los aspectos jurídicos e institucionales de las estrategias nacionales para combatir la corrupción.

Otras organizaciones internacionales han adoptado diferentes métodos para complementar la ejecución de medidas contra la corrupción. El Consejo de Europa ha adoptado un sistema de examen y evaluación por colegas a fin de impulsar a los países a que pongan en práctica los compromisos contenidos en la Convención de Derecho Penal sobre la Corrupción y la Convención de Derecho Civil sobre la Corrupción. De manera similar, la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) ha adoptado un sistema para poder observar más eficazmente los progresos logrados por los países en la ejecución de medidas en consonancia con la Convención para Combatir el Soborno de Funcionarios Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales. En el presente documento se examinan los sistemas introducidos por el Consejo de Europa y la OCDE a fin de determinar si la OEA podría adoptar un mecanismo similar además de los mecanismos de seguimiento ya especificados en el Programa Interamericano para la Cooperación en la Lucha contra la Corrupción. Otras organizaciones internacionales han adoptado mecanismos de seguimiento similares, si bien fuera del contexto de la corrupción y el soborno. Tanto la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) como el Grupo de Acción sobre Asuntos Financieros del Caribe (CFATF) han instituido mecanismos que asisten a las organizaciones y miembros en el seguimiento de los progresos logrados por cada miembro en la ejecución de los objetivos legislativos y normativos de la organización. Se espera que una discusión de los atributos de los cuatro sistemas, así como de cualquier diferencia aparente, en relación con los métodos de tales sistemas asistirán al Consejo Permanente de la OEA en el análisis de los mecanismos de seguimiento regionales e internacionales existentes de acuerdo con la Resolución 1723 de la Asamblea General.

II.
Actividades del Consejo de Europa

El Consejo de Europa trató originalmente sobre los asuntos de la corrupción y el crimen organizado en la 19a. Conferencia de Ministros Europeos de Justicia en La Valetta, Malta, en 1994. En esa oportunidad, varios ministros presentaron informes, entre ello uno en el que se examinaban las respuestas a un cuestionario que se había circulado entre todos los ministros respecto de la definición según el derecho penal de la corrupción, los códigos de conducta, y los procedimientos de supervisión y auditoría de funcionarios. Se reveló que el problema de la corrupción es particularmente agudo en ciertos países de Europa central y oriental, en los que las instituciones democráticas son todavía nuevas y carecen de la solidez necesaria para brindar un sistema apropiado de restricciones y contrapesos que pudiera contrarrestar eficazmente la corrupción.

La Conferencia de Malta produjo la Resolución No. 1 sobre los aspectos de la corrupción en materia civil, administrativa y de derecho penal; se convino en establecer dentro del Consejo de Europa un grupo multidisciplinario sobre la corrupción, del cual sería responsable el Comité Europeo sobre los Problemas del Crimen (CDPC) y el Comité Europeo sobre cooperación jurídica (CDCJ), confiándose al Grupo la tarea de examinar qué medidas serían apropiadas para incluirlas en un programa de acción internacional contra la corrupción. El Consejo convino en encomendar al Grupo el examen de diversos aspectos administrativos, públicos, civiles, impositivos y de derecho penal relativos a la corrupción, y la presentación de propuestas en cuanto al orden de prioridad que debe fijarse, teniendo debidamente en cuenta las tareas de otras organizaciones y organismos internacionales, con el objeto de establecer un método coherente y coordinado. El Consejo convino además en encomendar al Grupo que examine en particular la posibilidad de redactar modelos de leyes o códigos de conducta en determinadas zonas, incluida la preparación de una convención internacional sobre esta cuestión, así como la posibilidad de dar detalles de un mecanismo de seguimiento para llevar a la práctica los compromisos contenidos en tales instrumentos.

En septiembre de 1994, el Comité de Ministros estableció el Grupo Multidisciplinario sobre la Corrupción (GMC) con el mandato de examinar las medidas que pudieran ser apropiadas para incluirlas en un programa internacional de acción contra la corrupción. El GMC debía presentar sus conclusiones al Comité de Ministros antes de fines de 1995. El GMC preparó un Programa de Acción contra la Corrupción en el que se definía un marco de actividades que se llevarían a cabo en la lucha contra la corrupción. En noviembre de 1996, el Comité de Ministros adoptó dicho Programa de Acción, e instruyó al GMC para que lo llevara a cabo antes de finalizar el año 2000.

Se trató sobre la cuestión nuevamente en la 21a. Conferencia de Ministros Europeos de Justicia que tuvo lugar en Praga en junio de 1997. En esa Conferencia, los ministros recomendaron que se acelerara la ejecución del Programa de Acción contra la Corrupción, y que se intensificaran las actividades con el objeto de que se adoptara prontamente una convención de derecho penal sobre la corrupción. Los ministros debatieron un proyecto de Convención Marco contra la corrupción. La Convención fijaría los principios básicos de la lucha contra la corrupción y establecería un proceso para determinar las medidas necesarias para combatir la corrupción eficazmente. También estipularía un mecanismo de seguimiento que tendría la doble función de supervisar la ejecución por las partes de las medidas para combatir la corrupción y de darles un impulso considerable que contribuyera a dicha lucha en todos sus aspectos.

Con dicho fin, el Comité de Ministros del Consejo de Europa adoptó los 20 principios directrices para la lucha contra la corrupción durante su sesión de noviembre de 1997. Además, el Comité instruyó al GMC para que presentara sin demora un proyecto en el que se propusiera el establecimiento de un mecanismo apropiado y eficiente para supervisar el cumplimiento de los principios directrices y la puesta en práctica de las convenciones internacionales sobre la corrupción.

En mayo de 1998, el Comité de Ministros adoptó la Resolución (98) 7, por la que se autorizaba el establecimiento del Grupo de Estados contra la Corrupción (GRECO) en la forma de un acuerdo parcial y ampliado. En esa resolución, se invitó a los Estados miembros y a los no miembros del Consejo de Europa para participar en la preparación del Acuerdo para notificar al Secretario General de su intención de ingresar en el GRECO. Una vez que catorce Estados miembros del Consejo de Europa presentaran tal notificación, se consideraría adoptado el acuerdo por el que se establecía el GRECO.

El acuerdo para el establecimiento del GRECO se adoptó en mayo de 1998. Tal como fue concebido, el GRECO funcionaría como un mecanismo de seguimiento flexible y eficiente, que contribuiría a la formulación de un proceso eficaz y dinámico para prevenir y combatir la corrupción. El GRECO es un organismo que supervisa el cumplimiento de los principios directrices en la lucha contra la corrupción, y la ejecución de instrumentos jurídicos internacionales adoptados conforme al Programa de Acción contra la Corrupción. En el GRECO pueden participar tanto los Estados miembros como los no miembros, pero para ser miembro de pleno derecho del GRECO el país debe participar totalmente en el proceso de evaluación mutua, y convenir en ser evaluado. El gráfico siguiente muestra el funcionamiento del GRECO dentro del Consejo de Europa.
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los miembros del GRECO consisten en delegaciones de uno o dos miembros cada una, designadas por Estados que han ingresado al GRECO



los miembros de la Oficina consisten en el presidente del GRECO, el vicepresidente y otros 5 miembros del GRECO
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los miembros consisten en expertos elegidos de las listas presentadas por cada miembro del GRECO
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La Convención de Derecho Penal sobre la Corrupción, puesta a la firma el 27 de enero de 1999, contiene una serie de disposiciones relativas a aspectos de la supervisión y ejecución de dicha Convención. Los Artículos 20 y 21 de la Convención requieren que los países creen autoridades especializadas y que garanticen la cooperación entre otras autoridades nacionales. Los Artículos 22 y 23 tienen el fin de que se resuelvan debidamente las cuestiones relativas a las pruebas. El Artículo 24 se refiere específicamente a la supervisión de la puesta en práctica de la Convención, indicándose que el Grupo de Estados contra la Corrupción (GRECO) observará la ejecución por las partes de la Convención. Por último, en los Artículos 25 al 31 se trata sobre asuntos relativos a la cooperación y comunicación, la asistencia mutua y la extradición internacionales. De la misma manera, la Convención de Derecho Civil sobre la Corrupción se refiere a la cooperación y supervisión internacional de su ejecución en el Artículo 13. Además, el Artículo 14 de dicha Convención dispone que el GRECO supervisará la ejecución por las partes de tal Convención.

La Resolución (99) 5 que establece el GRECO fue adoptada en mayo de 1999 por los representantes de 17 Estados miembros.  Ulteriormente otros cuatro Estados miembros ingresaron en el GRECO y se realizaron reuniones en octubre y diciembre de 1999.  Las mismas se dedicaron a cuestiones procesales tales como elección de autoridades, adopción de normas de procedimiento y adopción de un programa de actividades.  En el Programa de Actividades para 2000 el GRECO dispuso que la primera ronda de evaluación comenzara el 1 de enero de 2000 y finalizara el 31 de diciembre de 2001.  Conforme a su estatuto habilitante, el GRECO seleccionó disposiciones específicas en las que debía basarse el procedimiento de evaluación.  La selección de esas disposiciones puede incluir uno o más de los principios rectores y/o una o más disposiciones contenidas en la Convención de Derecho Penal, la Convención de Derecho Civil o cualquier otro instrumento jurídico adoptado conforme al Programa de Acción contra la Corrupción.  Para la primera ronda de evaluación el GRECO seleccionó unos pocos Principios Rectores de lucha contra la Corrupción (PRC) vinculados con el funcionamiento de los órganos y las instituciones encargados de la lucha contra la corrupción; a saber:

· Independencia, autonomía y facultades de personas o entidades encargadas de la prevención, la investigación, el procesamiento penal y el dictado de sentencias por delitos de corrupción.

· Inmunidad de investigación, procesamiento o condena por delitos de corrupción. 

· Especialización, mecanismos y capacitación de personas o entidades encargadas de la lucha contra la corrupción.

Conforme a lo dispuesto en su estatuto habilitante, el GRECO debe adoptar un cuestionario para cada ronda de evaluación, que constituirá el marco de esta última.  El GRECO convino en que los cuestionarios de la primera ronda de evaluación deben constar de dos partes:  una parte general referente al marco general de lucha contra la corrupción  --leyes, instituciones, mecanismos, normas de prevención-- y una parte específica dedicada a las disposiciones de los PRC específicos seleccionados para la evaluación.

En virtud de lo dispuesto en su estatuto habilitante, el GRECO debe, además, designar a un equipo de expertos que realice una evaluación de cada miembro.  Cada equipo de evaluación debe estar formado por tres expertos, de diferentes Estados miembros, con la asistencia de un miembro de la Secretaría.  Los expertos son seleccionados de listas que presentan los Estados miembros.  Cada lista puede contener hasta cinco nombres.  Sobre la base de los expertos propuestos por los Estados miembros, la Oficina presentará al GRECO propuestas referentes a la composición del equipo de evaluación encargado de realizar las evaluaciones en 2000.  

En mayo de 2000 el GRECO se reunió en Estrasburgo para su tercera reunión plenaria, en que sus miembros acordaron organizar visitas en el presente año a los siguientes países:  Bélgica, Chipre, España, Eslovaquia, Eslovenia, Finlandia, Francia, Georgia, Luxemburgo y Suecia, para evaluar las medidas que se aplican en esos países.  Durante esta primera ronda de evaluación el GRECO procura remitir cuestionarios a los países en mayo de 2000, en tanto que el equipo de evaluación comenzaría el examen de las respuestas en junio de 2000.  Luego los equipos de evaluación realizarían visitas de países entre julio y octubre de 2000, y en noviembre de 2000 prepararían informes de evaluación.  En el gráfico siguiente se describe el proceso de evaluación y control:

PRIMERA RONDA (1 de junio de 2000 a 31 de diciembre de 2001)
























































Borrador del Programa Anual de Actividades



















Selección de disposiciones (de PRC, convenciones u otro instrumento aprobado) en que se haya de basar el procedimiento de evaluación



























Propuestas (sobre composición) del Equipo de Evaluación basadas en iniciativas presentadas por los representantes


















































Propuestas presupuestarias


























Selección de países del Grupo A (evaluación en 2000) y de países del Grupo B (evaluación en 2001)



























Propuestas referentes a las disposiciones que hayan de analizarse







































Aprobación de las propuestas de la Oficina por parte del GRECO










Oficina














































GRECO













Cuestionario



Equipos de Expertos en Evaluación






















Los Representantes presentan propuestas para el cuestionario

















La Oficina y la Secretaría dan forma final al Borrador del cuestionario












La Oficina designa expertos para que preparen el borrador del cuestionario
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Visitas y evaluaciones de países determinados
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INFORME FINAL



























































II.
Labor realizada por la OCDE

La OCDE lucha activamente contra la corrupción desde 1989.  En 1994, al cabo de varios años de análisis de las características de la corrupción en las transacciones comerciales internacionales, los países de la OCDE acordaron el texto inicial de una Recomendación sobre Soborno en Transacciones Comerciales Internacionales.  En mayo de 1997 adoptaron una recomendación, que contiene la totalidad del programa adoptado por los países participantes.  El 15 de febrero de 1999 entró en vigor la Convención sobre Lucha contra el Soborno de Funcionarios Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales.  La Convención se centra en un tema específico:  la penalización del soborno de funcionarios públicos extranjeros en contextos comerciales.  Establece que es delito ofrecer, prometer o dar un soborno a un funcionario público extranjero para obtener o seguir realizando transacciones comerciales internacionales.  En un texto conexo se pone fin en los hechos a la práctica de permitir la deducción tributaria de los pagos de sobornos a funcionarios extranjeros.
  En virtud de la Convención, 34 países signatarios, incluidas los de mayores economías del mundo, se comprometen a adoptar normas comunes para castigar a compañías e individuos que lleven a cabo transacciones basadas en sobornos.  Actualmente 21 países han sido objeto de estrecha vigilancia, para determinar si la legislación a través de la cual se aplica la Convención es adecuada.  Esos países son:  Alemania, Austria, Australia, Bélgica, Bulgaria, Canadá, Corea, España, Estados Unidos, Finlandia, Grecia, Hungría, Islandia, Japón, México, Noruega, el Reino Unido, la República Checa, la República Eslovaca, Suecia y Suiza.

Tras examinar la dinámica del proceso de control es importante ampliar brevemente la referencia al contenido de la teoría en que se basan el control y el estudio del cumplimiento de la Convención por parte de los países.  El proceso de control suele exigir comparaciones de medidas adoptadas por diferentes países.  Al redactar la Convención, la OCDE y los países asociados adoptaron la teoría de la “equivalencia funcional”.  El párrafo dos de los comentarios oficiales a la Convención establece lo siguiente: 

A través de la presente Convención se procura garantizar una equivalencia funcional entre las medidas adoptadas por las Partes para sancionar el soborno de funcionarios públicos oficiales, sin exigir uniformidad ni la modificación de los principios fundamentales del sistema jurídico de la Parte.

El principio de la “equivalencia funcional” es decisivo para evaluar los enfoques de los países.  No obstante, el proceso de comparación de las medidas de los diferentes países no debe centrarse exclusivamente, por ejemplo, en la comparación de las penas máximas.  Se sostiene que en lugar de comparar las penas máximas por soborno transnacional, la Convención procura que cada país considere el soborno transnacional como un delito tan grave como el soborno cometido en la esfera interna. El cumplimiento de la Convención llevaría así a establecer medidas que impongan, por ejemplo, penas por delitos internacionales vinculados con el soborno similares a los que existen para delitos internos semejantes.  Por lo tanto, el enfoque básico de la Convención consiste en respetar las culturas sancionatorias propias de los países, de modo que si un país no impone graves sanciones por delitos vinculados con la corrupción en la esfera interna no tenga que aplicar sanciones graves por delitos internacionales del mismo género.  De este modo se respetan las leyes y las normas de procedimiento de cada país y al mismo tiempo se procura que los países se ocupen de los delitos internacionales vinculados con la corrupción con el mismo rigor que el que aplican a los delitos internos del mismo tipo.

El texto actual de los términos de referencia del Grupo de Trabajo de la OCDE sobre Soborno pertinentes en materia de control y seguimiento se exponen en la Sección VIII de la Recomendación de la OCDE de 1997.  El texto es el siguiente: 

1.
Recepción de notificaciones y otra información que le remitan los países participantes, 

2.
 Análisis regulares de las medidas adoptadas por los países participantes para aplicar la Recomendación y para formular las propuestas que correspondan a fin de ayudar a los países participantes en su ejecución; esos análisis se basarán en los siguientes sistemas complementarios: 

· Un sistema de autoevaluación en que las respuestas de los países participantes a un cuestionario servirán de base para evaluar la aplicación de la Recomendación. 

· Un sistema de evaluación mutua en que cada país participante será examinado por turno por el Grupo de Trabajo sobre Soborno, en función de un informe que brindará una evaluación objetiva del avance del país participante en la ejecución de las Recomendaciones.


3.
Examen de problemas específicos vinculados con el soborno en las transacciones comerciales internacionales.

4.  Suministro de información regular al público sobre su trabajo y actividades y sobre la aplicación de la Recomendación. 

Las "evaluaciones de países” han sido concebidos como análisis y juicios formales, sistemáticos y detallados realizados por la totalidad de los Estados miembros en relación con las políticas de los países y su ejecución.  A los efectos de redactar las normas de procedimiento, el Grupo de Trabajo de la OCDE se ha basado en la experiencia de la OCDE en otros ámbitos, especialmente el de los procedimientos de accesión y los métodos de evaluación utilizados por el Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) sobre lavado de activos.

Grupo de Trabajo de la OCDE contra la Corrupción
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Comité de Inversiones Internacionales y Empresas Multinacionales (CIEM)











































Grupo de Trabajo sobre el Soborno en Transacciones Internacionales




























































Directorio de Asuntos Financieros, Fiscales y Empresariales

































Unidad Anticorrupción


Aplicación de la Convención; problemas específicos vinculados con soborno































































El proceso de evaluación se dará en dos fases.  La Fase 1, que comenzó en abril de 1999, supone el examen de las leyes pertinentes de cada parte, para establecer si son compatibles con los requisitos previstos en la Convención, en tanto que la Fase 2 se centrará en la aplicación práctica de las leyes.  La Fase 1 del proceso de evaluación consiste en un riguroso proceso de revisión a cargo de los pares, que sustancialmente comprende:  (i) preparativos para consultas en el Grupo de Trabajo, incluidas las respuestas del país examinado a determinado cuestionario, como base de un análisis provisional a cargo de la Secretaría; (ii) consultas con el Grupo de Trabajo, y (iii) adopción de un informe por parte del Grupo de Trabajo.  Cada informe de país contiene un análisis de la legislación pertinente del país y una evaluación en que se exponen las principales conclusiones del Grupo de Trabajo.

Al comienzo de la Fase 1 del proceso de análisis se seleccionan dos países para que encabecen la labor de inspección, y sus preguntas y comentarios complementan el análisis provisional llevado a cabo por la Secretaría.  Ese informe adicional contiene un análisis de la información proporcionada por los países en sus respuestas a los cuestionarios, así como toda la información pertinente disponible.  Antes de que el informe provisional sea trasmitido al Grupo de Trabajo, se da al país examinado la posibilidad de formular comentarios a su respecto.

Las consultas en el Grupo de Trabajo comprenden dos rondas de debate, destinadas a ayudar a los Estados miembros a comprender el sistema legal del país y el método de aplicación de la Convención, y a proporcionar al Grupo la posibilidad de aclarar temas específicos.  El Grupo de Trabajo concluye la consulta con la adopción de una evaluación en que se resumen los pasos dados por el país para aplicar la Convención, se toman como objetivo los temas específicos que requieren un examen más detenido en la Fase 2 del proceso de evaluación y en algunos casos se recomiendan medidas correctivas.  Los informes finales, que consisten en un análisis actualizado y en la evaluación, son adoptados más tarde a través de un procedimiento escrito.  El Grupo realiza un seguimiento para establecer si se han adoptado medidas correctivas en casos específicos.  El Grupo de Trabajo se propone poner en marcha dentro de poco el seguimiento de la Fase 2 a fin de estudiar las estructuras establecidas para hacer cumplir las leyes y normas de aplicación de la Convención y evaluar su aplicación práctica.  En el gráfico siguiente se describe el proceso de control y evaluación.
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Los países remiten las respuestas a los cuestionarios







































































Los países pueden comentar el informe
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Grupo de Trabajo sobre Soborno










































































































Las consultas comprenden dos rondas de deliberaciones
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Análisis actualizado
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Se resumen las medidas adoptadas por el país para aplicar la Convención












INFORME FINAL





El objetivo son los temas que requieren un análisis adicional en la Fase II 









































Puede recomendarse la adopción de medidas correctivas



































Seguimiento, para establecer si se han adoptado medidas correctivas



































































La situación de cada país es examinada en sí misma en el contexto de su propio sistema jurídico.  El análisis de la legislación pertinente de un país se realiza principalmente sin hacer referencia a la legislación de los otros Estados partes de la Convención.  Hasta esta etapa, el Grupo de Trabajo no ha realizado un análisis comparado de los países.  Por este motivo, las evaluaciones no han sido armonizadas de modo que sean la expresión de problemas comunes, por lo cual un tema identificado en la evaluación de un país puede tener una aplicación más amplia, o su planteo puede diferir del eventualmente realizado en relación con otro país.  Al ir avanzando en el examen de la situación de los países en el curso de la Fase 1, el Grupo de Trabajo ha comprendido la necesidad de modificar el proceso a fin de ocuparse de determinados asuntos según una perspectiva horizontal. 

Cuando se trate de un país miembro de la OCDE, el costo de la vigilancia y el seguimiento se manejará a través del proceso presupuestario ordinario de la OCDE.  En lo que respecta a los países que no son miembros de la OCDE, las normas vigentes crean un sistema equivalente de reparto de costos que se describe en la Resolución del Consejo referente a Cargos aplicables a países observadores ordinarios y participantes plenos que no sean miembros de órganos subsidiarios de la OCDE.
 

IV. Labor realizada por otras entidades

A.
La Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD)

En el vigésimo segundo período ordinario de sesiones de la CICAD, que tuvo lugar en noviembre de 1997 en Lima, Perú, se formuló una propuesta de creación de un mecanismo de evaluación multilateral que formularía recomendaciones periódicas a los Estados miembros a los efectos de mejorar su capacidad de controlar el narcotráfico y el abuso de drogas y reforzar la cooperación multilateral.  Al cabo del debate, la Comisión acordó convocar a reuniones consultivas en Washington, D.C., para analizar esas propuestas y adoptar una decisión sobre el procedimiento de diseño de un mecanismo multilateral compatible con una Estrategia Antidrogas en el Hemisferio adoptada por la CICAD en Buenos Aires y suscrita en Montevideo en diciembre de 1996.

En abril de 1998, los Jefes de Estado y de Gobierno se reunieron en la Segunda Cumbre de las Américas, celebrada en Santiago de Chile, y convinieron en un Plan de Acción destinado a hacer que sus gobiernos siguieran desarrollando sus programas nacionales y multilaterales para lograr la aplicación plena de la Estrategia Antidrogas en el Hemisferio.  En el Plan de Acción se establece el compromiso de elaborar, en el marco de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD-OEA), un proceso singular y objetivo de evaluación gubernamental multilateral a fin de controlar en qué medida los países están enfrentando con éxito el problema en sus programas individuales y colectivos hemisféricos, y hacer otro tanto con todos los países que participan en la Cumbre.  En octubre de 1999 los Estados miembros de la CICAD se reunieron en Montevideo, Uruguay, y aprobaron el establecimiento de un Mecanismo de Evaluación Multilateral (MEM).  

En su vigésimo segundo período ordinario de sesiones, la CICAD estableció un Grupo de Trabajo Intergubernamental encargado de diseñar el Mecanismo de Evaluación Multilateral a los efectos del seguimiento de las iniciativas consideradas en el marco de sus reuniones consultivas y de cumplir los mandatos contenidos en el Plan de Acción de la Segunda Cumbre de las Américas.  El Grupo de Trabajo Intergubernamental de la CICAD se encargó de diseñar el MEM y concluyó el proceso en Ottawa, Canadá, en septiembre de 1999.  El Grupo de Trabajo celebró seis reuniones, en las que definió los principios, objetivos y características del mecanismo de evaluación, identificó un conjunto de indicadores y diseñó un proceso y un programa para el primer conjunto de evaluaciones, que ha de realizarse en 2000.

El Grupo de Trabajo basó el MEM en principios tales como respeto de la soberanía, la jurisdicción territorial y el orden jurídico interno de los Estados, así como reciprocidad, responsabilidad compartida, integralidad y equilibrio en el tratamiento del tema.  Además tuvo en cuenta la Estrategia Antidrogas en el Hemisferio y los acuerdos actualmente vigentes.  Se decidió que el MEM sería aplicable a todos los Estados, y de carácter gubernamental, único y objetivo, con la participación de representantes especializados de los gobiernos.  Además el MEM sería transparente, imparcial y equitativo a los efectos de garantizar una evaluación objetiva, y al mismo tiempo una participación plena y oportuna de los Estados, basada en normas y procedimientos mutuamente acordados, a fin de hacer posible un proceso de evaluación equitativo.  Finamente, no contendría sanciones de ningún género y respetaría la confidencialidad de las deliberaciones y la información manejada por los Estados, conforme a las normas y los procedimientos establecidos por anticipado.

En la Resolución 1/99 (XXVI-O/99) de la CICAD, Establecimiento del Mecanismo de Evaluación Multilateral, la Comisión analizó varios temas operativos referentes a la aplicación del MEM, incluido un proyecto de Manual de Operaciones, cuyo texto fue distribuido a los delegados, y aprobó una carta que la Secretaría Ejecutiva había de remitir a los Estados miembros, en que se solicitaba la designación de expertos para el Grupo de Expertos Gubernamentales (GEG).  La Comisión recibió también un informe de la Secretaría Ejecutiva sobre los costos estimados anuales, operativos, de apoyo, y costos por única vez de instalación del GEG.  También se presentó el borrador de un plano preliminar de la configuración de espacios de oficinas del GEG.  Varios Estados miembros se declararon dispuestos a aportar fondos para las operaciones del GEG, por un monto superior al del financiamiento de los servicios de su propio experto.  La Comisión opinó que todos los países, en la medida de lo posible, dadas sus circunstancias individuales, deben proporcionar apoyo financiero para el proceso del MEM, y encomendó a la Secretaría Ejecutiva que prosiguiera sus debates para la obtención de los fondos necesarios.
La primera ronda de evaluaciones se fijó para 2000 y está siendo realizada por un GEG formado por representantes de los 34 Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos.  Los Estados miembros designan representantes titulares y suplentes del GEG.  La Secretaría Ejecutiva de la CICAD ha proporcionado el apoyo necesario al GEG a los efectos de la culminación de la primera ronda de evaluaciones en diciembre de 2000, a fin de que los resultados puedan ser presentados a la Cumbre de las Américas que se realizará en la Ciudad de Quebec, Canadá, en 2001.  

Los países deben responder a cuestionarios que han sido diseñados en torno a conjuntos de indicadores.  Los indicadores se dividen en cinco categorías principales: 

· Planes y estrategias nacionales 

· Prevención y tratamiento 

· Reducción de la producción de drogas

· Medidas de aplicación coercitiva de leyes 

· Costo del problema de las drogas 


Estos indicadores sirven como instrumentos para medir los programas nacionales y hemisféricos y sus resultados en cuanto a la lucha contra el uso, la producción y el tráfico de drogas ilícitas.  Proporcionan información sobre la medida en que los países están alcanzando los objetivos en determinados ámbitos, incluida la elaboración de estrategias y planes nacionales antidrogas, operaciones de incautación de drogas, creación de programas de prevención y rehabilitación, reducción de la producción de cultivos ilícitos, desvío de precursores químicos y prevención del lavado de activos y el tráfico de armas.


El Grupo de Expertos Gubernamentales utiliza los resultados del cuestionario y el documento resumido presentado por cada Gobierno para efectuar evaluaciones país por país.  Los borradores finales de la evaluación serán presentados a la Comisión a los efectos de su consideración y aprobación.  El GEG es responsable de las 34 evaluaciones multilaterales individuales y del informe hemisférico, junto con la formulación de recomendaciones sobre la manera de reforzar la capacidad de los Estados a fin de hacer frente al problema de las drogas y estimular la asistencia técnica y los programas de capacitación en el marco de la labor antidrogas global.

Esta primera ronda de evaluaciones de determinación de referencias de los Estados miembros de la CICAD se basa en 61 de los 79 indicadores identificados por el Grupo de Trabajo, y presentará sus resultados y recomendaciones a la Tercera Cumbre de las Américas que tendrá lugar en la Ciudad de Quebec, Canadá.  Se han designado expertos nacionales, se han hecho circular documentos de cuestionarios y los evaluadores han recibido datos de todos los países miembros.  Los evaluadores trabajan principalmente en las capitales de sus países, pero también en sesión conjunta en la Sede de la OEA en Washington. Analizaron la información y en junio de 2000 elaboraron 34 evaluaciones nacionales iniciales.  Esos borradores preliminares han sido puestos en conocimiento de cada uno de los países a los efectos de obtener sus comentarios, y en septiembre los evaluadores realizarán un análisis adicional y perfeccionarán el texto del borrador, además de establecer las recomendaciones más pertinentes a esa fecha.  En noviembre se realizará un análisis final a cargo de los evaluadores, quienes utilizarán los resultados nacionales acumulados para efectuar una evaluación hemisférica.  La CICAD se propone revisar la totalidad del producto y autorizar la distribución del resultado de la revisión en diciembre de 2000.  En el gráfico siguiente se describe el proceso del MEM:
PRIMERA RONDA DE EVALUACIONES
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Informe sobre el estado del problema de las drogas






























































Evaluaciones nacionales iniciales (34)






























































Comentarios de los países sobre las evaluaciones
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Evaluaciones nacionales finales (34)
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B. El Grupo de Acción Financiera del Caribe

A partir de 1990, el Grupo de Acción Financiera del Caribe (CFATF) trabaja en interés de los países y territorios del Caribe oficializando su organización y  tratando de lograr la participación de otros países y territorios en el estudio, la elaboración y la aplicación de recomendaciones encaminadas a mejorar la prevención y el control del blanqueo de capitales.  La organización está formada por el Consejo de Ministros, el Plenario de Altas Autoridades y la Secretaría.  El Consejo es la autoridad suprema en el CFATF y está formado por un representante ministerial o un suplente debidamente autorizado de cada entidad miembro.  El Consejo se reúne por lo menos una vez por año.  Cada miembro está representado también por un alto funcionario en el Plenario, que se reúne por lo menos dos veces por año.  La Secretaría cumple funciones técnicas y administrativas bajo la dirección del Director Ejecutivo y el Subdirector Ejecutivo. 

En noviembre de 1992 ministros y otros representantes de gobiernos y países y territorios del Caribe y América Latina se reunieron en Kingston, Jamaica, y consideraron el problema del blanqueo de capitales y sus efectos en cada jurisdicción participante y en la comunidad internacional.  En la reunión se consideró también el progreso logrado en los últimos años y las futuras medidas requeridas.  En la Declaración de Kingston sobre Blanqueo de Capitales los representantes acordaron la firma y ratificación de varias recomendaciones que habían sido acordadas en foros anteriores.
  

A esa altura los representantes reconocieron también la necesidad de un mecanismo de control y fomento del avance hacia la plena aplicación de la Declaración. También acordaron realizar una conferencia al cabo de un año para evaluar el progreso logrado, y convinieron en proporcionar las instalaciones necesarias para una pequeña secretaría a fin de ayudar a los países participantes a realizar el proceso de aplicación.  La secretaria depende y actúa bajo la dirección de un grupo de orientación formado por  países miembros del CFATF representativos y países donantes.  Conforme a la composición inicial del grupo de orientación, cada grupo de gobiernos del Caribe estaría representado:  la CARICOM, los miembros de lengua holandesa, la OECO, los miembros de habla española y los territorios dependientes del Reino Unido.  Las siguientes serían algunas de las funciones de la Secretaría: 

· Coordinación y formulación de recomendaciones técnicas sobre el proceso de autoevaluación de los miembros del CFATF, inclusive en cuanto a la remisión, la recopilación y el análisis de los cuestionarios de autoevaluación. 

· Adopción de medidas destinadas a la evaluación de los miembros del CFATF y participación en las mismas.

· Identificación de las necesidades de asistencia en capacitación y técnica de los miembros del CFATF y actuación como centro de intercambio de información, inclusive en cuanto al manejo de las solicitudes de capacitación y asistencia técnica y asesoramiento sobre fuentes de asistencia. 

· Actuación como punto de enlace entre el CFATF y terceros países y organismos internacionales y regionales que participan en la lucha contra el blanqueo de capitales y asuntos conexos. 

· Redacción del informe anual del CFATF.

La más reciente enmienda de los procedimientos de evaluación mutua del CFATF se produjo en octubre de 1999.  El Programa de Evaluación Mutua es un aspecto esencial de la labor del CFATF, pues es uno de los mecanismos a través de los cuales la Secretaría se asegura de que cada Estado miembro cumpla las obligaciones que ha asumido.  A través de este mecanismo de control se mantiene informados a la totalidad de los miembros sobre lo que está sucediendo sobre el terreno en cada uno de ellos. El Programa de Evaluación Mutua proporciona a cada país miembro una valiosa oportunidad para evaluar objetivamente, a través de un equipo de expertos, el marco de lucha contra el blanqueo de capitales tal como existe a la fecha de la visita.  A través del Programa se procura determinar con exactitud si se han alcanzado los puntos de referencia estándar, pero con el fin de lograr mejoras cuando sea necesario.  También se procura identificar fallas que se hayan detectado y formular recomendaciones cuando se compruebe su existencia.  

El proceso de evaluación mutua requiere el envío de una misión a cada uno de los países miembros, formada por un equipo de expertos, especializados, cada uno de ellos, en las esferas del derecho, las finanzas y la seguridad pública, y encabezados por el Director o Subdirector de la Secretaría.  A través de una gama de entrevistas con autoridades del sector privado y del sector público, el equipo procura elaborar un cuadro preciso del marco de lucha contra el blanqueo de capitales del país en el período de la misión.  Un aspecto esencial de esta labor consiste en la necesidad de que en cada Estado miembro haya un organismo nacional a cargo de un coordinador, que podría ser un funcionario de asuntos jurídicos de rango no ministerial, encargado de la coordinación del proceso de evaluación mutua.  

A través de la labor de evaluación mutua se procura establecer un proceso constructivo de consultas entre las empresas y las autoridades públicas, incluidas las competentes en materia de regulación y supervisión, asuntos jurídicos y autoridades de los departamentos de Defensa, Policía y Aduanas.  El objetivo consiste en ayudar a los Estados miembros a mejorar el marco de lucha contra el blanqueo de capitales de modo que en los procedimientos, programas y políticas legislativos y administrativos se dé cumplimiento a anteriores recomendaciones del GAFI y el CFATF.  Según el CFATF, el informe de evaluación mutua ha permitido a sus miembros aplicar mejoras en el ámbito de los organismos de regulación e internacionales, teniendo en cuenta las recomendaciones de los inspectores.  

La Secretaría elabora una lista de Estados miembros del CFATF, a los que se solicitará que designen a un inspector en uno de los siguientes campos de experiencia técnica:  legal y judicial, financiera, y de seguridad pública.  Además la Secretaría recopila una lista similar de expertos de Estados miembros, que cumplirían la función de interlocutores para cada inspección.  Se requerirían dos inspectores para cada inspección.  Por definición existe similitud entre los interlocutores y los inspectores, ya que ambos deben tener igual formación.  No obstante, la experiencia del interlocutor en relación con los requisitos del proceso de evaluación mutua debe ser más amplia, y basarse en su asistencia regular a reuniones plenarias y del consejo del CFATF.  El interlocutor cumple una función de supervisión; se encarga de revisar en forma crítica el informe preparado por los inspectores para establecer si se han evaluado adecuadamente los ámbitos pertinentes del derecho, las finanzas y la seguridad pública, así como recopilar comentarios y observaciones para promover el análisis del Informe de Evaluación Mutua en las reuniones plenarias.  La Secretaría debe remitir al grupo de orientación el programa de evaluaciones mutuas, las fechas de las inspecciones y la lista de inspectores e interlocutores, a los efectos de su aprobación, tras lo cual se hace circular esos documentos entre todos los Estados miembros. Son aptos como inspectores altos funcionarios o ex funcionarios encargados de la supervisión de instituciones financieras, de seguridad pública o con cometidos legislativos o judiciales, en especial con competencia en materia de blanqueo de capitales y conocimiento de los requisitos de las Recomendaciones del GAFI y del CFATF. 

La Secretaría notifica al Estado miembro por lo menos seis meses antes de las fechas previstas y le solicita el texto de todas las leyes, reglamentos, enunciados de políticas y programas que guarden relación con la lucha contra el blanqueo de capitales.  Se remite al país que ha de ser inspeccionado el formulario de la encuesta de evaluación mutua por lo menos seis meses antes de la visita al país; el formulario debe ser devuelto a la Secretaría tres meses antes de la visita.  El cuestionario de autoevaluación que se remite a cada país miembro anualmente a los efectos de la actualización de la información debe ser remitido a la Secretaría por lo menos tres meses antes de las fechas de la visita de evaluación mutua, según corresponda.  En consulta con la Secretaría, el país miembro que haya de ser inspeccionado convendrá en un programa de entrevistas en que deberá disponerse que la gama de autoridades que han de ser entrevistadas correspondan a los ámbitos siguientes:  asuntos legales y judiciales; banca y finanzas; seguridad pública y cooperación internacional.  Ese material debe ser remitido a la Secretaría por lo menos dos meses antes de la visita de evaluación mutua.  

El país miembro que haya de ser inspeccionado deberá remitir a la Secretaría toda la documentación; a saber, el cuestionario de la lista de comprobación, el formulario de la encuesta de evaluación mutua, el formulario de autoevaluación, el texto de todas las leyes, reglamentos, enunciados de políticas y procedimientos pertinentes que guarden relación con la lucha contra el blanqueo de capitales y el programa de visitas.  Ulteriormente deberá remitirse a cada inspector la información arriba referida, junto con el texto de los procedimientos de evaluación mutua de CFATF, por lo menos dos meses antes de la visita programada.  Los inspectores, acompañados por un miembro de la Secretaría, viajarán entonces al país que haya de ser inspeccionado.

Llegados los inspectores al Estado miembro realizarán un intercambio preliminar de opiniones con la Secretaría sobre los temas que probablemente se plantearán durante la visita.  La duración de la visita in situ es de cinco días; los tres primeros días se dedicarán al proceso de las entrevistas y los otros dos a la redacción de informes.  Antes de que se inicie esta última fase de la visita deberá efectuarse una reunión entre los inspectores y la Secretaría para identificar y evaluar las virtudes y los defectos del marco de lucha contra el blanqueo de capitales del Estado miembro.  Los tres informes deberán haber sido completados al final del día cinco.

Dentro de un plazo de 14 días la Secretaría elaborará el primer borrador del informe de evaluación mutua sobre la base del material proporcionado por los inspectores.  Ese borrador se remite luego a todos los inspectores, para obtener comentarios, que deberán ser proporcionados a la Secretaría dentro de un plazo de siete días.  Una vez recibido ese material, la Secretaría incluirá esos comentarios, en cuanto sea pertinente, en la versión revisada del borrador de un informe de evaluación mutua que deberá estar a disposición de los inspectores dentro de un plazo de 14 días.  Luego la Secretaría remite esa versión revisada al país miembro inspeccionado a fin de que confirme por escrito la exactitud de los hechos que en él se mencionan u otros comentarios, dentro de un plazo de 21 días.  Luego se hace circular la respuesta del Estado miembro entre los inspectores, a los efectos de determinar qué comentarios son aceptables o requieren modificaciones.  Del borrador del informe sólo se corrigen los errores de hecho.  Las impresiones subjetivas de los inspectores basadas en consideraciones de hecho o de derecho no pueden impugnarse, pero pueden negociarse a través de las oficinas de la Secretaría, a los efectos de llegar a una solución de compromiso.  Este proceso dará lugar a la elaboración de una segunda versión revisada del borrador del informe, que deberá estar lista dentro de un plazo de dos semanas.  Esa segunda versión deberá ser remitida a los interlocutores dentro de un plazo de 14 días a partir de la fecha de su elaboración, a fin de que la consideren y expongan sus comentarios por escrito, que deberán ser remitidos a la Secretaría dentro de un plazo de siete días.  Ese material a su vez deberá ser remitido a los inspectores y al Estado miembro dentro de un plazo de siete días a partir de la fecha en que haya sido recibido por la Secretaría. 

La segunda versión revisada del borrador del informe, junto con los comentarios escritos de los interlocutores, se harán circular entre todos los Estados miembros del CFATF, las naciones que ofrecen cooperación y apoyo (COSUN) y entidades observadoras, a fin de que la consideren.  Toda pregunta que desee formular el país miembro examinado deberá ser remitida por escrito a la Secretaría dentro de un plazo de 14 días; no obstante, se permite formular preguntas en el curso de las deliberaciones en plenario.  Esas preguntas serán compiladas en la Secretaría y remitidas al Estado miembro dentro de un plazo de siete días a partir de la fecha de recepción.  El país miembro inspeccionado deberá preparar apropiadas respuestas a las preguntas planteadas y presentarlas al plenario; en éste se llevará a cabo una deliberación sobre el informe de evaluación mutua.  Los inspectores presentarán ese informe a la reunión plenaria en forma resumida y luego los inspectores formularán sus observaciones.  Luego responderá el Estado miembro examinado, que deberá confirmar que el informe ha sido o no aceptado y proporcionar respuestas a las preguntas planteadas por los demás miembros, los COSUN y las entidades observadoras.  El Estado miembro inspeccionado deberá ser notificado por lo menos con un mes de anticipación que se deliberará sobre el informe de evaluación mutua que a él se refiere en la siguiente reunión plenaria.  El Estado miembro deberá disponer lo necesario para que asistan a esa reunión funcionarios de los tres ámbitos mencionados --derecho, finanzas y seguridad pública-- para facilitar el debate del informe dando respuesta a preguntas que se formulen o proporcionando las aclaraciones que sean necesarias sobre los temas planteados.

Si el país miembro inspeccionado no confirma la exactitud fáctica del borrador del informe, o lo rechaza, la Secretaría deberá informar de inmediato al Presidente y a los demás miembros del grupo de orientación del CFATF.  El Presidente deberá solicitar al país miembro inspeccionado el cumplimiento de los procedimientos de evaluación mutua dentro de un plazo de siete días, y hacerle saber que en caso de incumplimiento se hará circular el borrador del informe y su análisis en la próxima sesión plenaria.  Si el país no proporciona una respuesta completa dentro del plazo asignado se hará circular el borrador del informe entre todos los Estados miembros del CFATF, los COSUN y las entidades observadoras.  El informe deberá ser acompañado por la descripción del incumplimiento del Estado miembro y la constancia de que el análisis del informe figura en el temario de la siguiente sesión plenaria.  Si el país no concurre a esa sesión tras haber sido notificado por la Secretaría, ésta dará lectura de todos modos al informe, sin necesidad de que estén presentes los inspectores e interlocutores.  El Estado miembro deberá exponer las razones en la próxima sesión plenaria.  Si no asiste a ella, el informe se remite al consejo con una nota en que se recomendará la imposición al país miembro de las sanciones pertinentes.  Cuando el país asiste, como corresponde, tras haber sido notificado de que se va a debatir el informe, y el debate en efecto se realiza, el plenario, en observancia de su procedimiento ordinario, decidirá si corresponde recomendar la adopción, por parte del Consejo de Ministros del CFATF, del informe de evaluación mutua debatido.

Cuando corresponda, deberá reconocerse y elogiarse el cumplimiento del marco de referencia de que debe estar dotado el proceso de evaluación mutua.  Si, en cambio, se detectan fallas, el país miembro inspeccionado deberá preparar un programa de trabajo en que se prevean medidas correctivas apropiadas, así como determinado marco cronológico en que las mismas deberán haber sido ejecutadas.

El informe de evaluación mutua constituye una instantánea del marco de lucha contra el blanqueo de capitales vigente en el país miembro en cuestión a la fecha de la visita de evaluación mutua.  Si el marco sufre algún cambio en el período comprendido entre las fechas de la visita y la presentación del informe de evaluación mutua en el plenario o de su adopción por parte del Consejo de Ministros del CFATF, el Estado miembro deberá hacerlo saber de inmediato por escrito a la Secretaría.  En esa notificación deberán exponerse las modificaciones adoptadas y el impacto de las mismas sobre el marco de lucha contra el blanqueo de capitales existente antes de los cambios; deberá adjuntarse a la notificación el texto de todas las leyes, reglamentos y enunciados de políticas pertinentes.

Dentro de un plazo de siete días contados a partir de la fecha de recepción de esa documentación, la Secretaría deberá remitir el informe y los anexos pertinentes a todos los inspectores, para su consideración.  Los inspectores deberán responder por escrito dentro de un plazo de 14 días, dando a conocer a la Secretaría su opinión sobre los cambios y su impacto sobre el marco de lucha contra el lavado de dinero vigente en ese momento en el país miembro inspeccionado. Los inspectores, teniendo en cuenta esas observaciones, deberán formular recomendaciones sobre el contenido de la respuesta del CFATF en pleno. La Secretaría deberá remitir los comentarios y recomendaciones de los inspectores al país miembro inspeccionado dentro de un plazo de siete días desde la fecha de recepción de los mismos, y solicitar al país miembro que responda, exponiendo por escrito, dentro de un plazo de 14 días, las medidas que se propone aplicar a la luz de los comentarios y recomendaciones de los inspectores.

Una vez recibida por la Secretaría, la respuesta del país miembro inspeccionado  deberá hacerse circular entre todos los países miembros del CFATF, los COSUN y las entidades observadoras, para que formulen recomendaciones escritas a la Secretaría dentro de un plazo de 14 días.

Una vez recibidas las recomendaciones, la Secretaría deberá reunir todas las respuestas en un único informe, que se hará circular entre todos los miembros del CFATF, los CONSUN y las entidades observadoras, y será objeto de debate en la siguiente reunión plenaria. Luego se remitirán apropiadas recomendaciones al Consejo de Ministros del CFATF y la medida recomendada será considerada y aplicada. En función de las manifestaciones formuladas en la respuesta, el plenario dispondrá las sanciones pertinentes, que pueden consistir en amonestaciones orales o escritas o una multa monetaria, a discreción del plenario y según disponga el Consejo. En el cuadro siguiente se presenta la estructura del proceso de evaluación mutua.

PROCESO DE EVALUACIÓN MUTUA



















Documentación presentada por los países









































Visita de país realizada por inspectores


























Formulario de la Encuesta de Evaluación Mutua





















Los inspectores presentan documentos a la Secretaría
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Borrador del informe de Evaluación Mutua














































Cuestionario de autoevaluación (anual)





Comentarios de los inspectores sobre el informe
















































Borrador revisado del informe

















































Comentarios del Estado miembro sobre la exactitud fáctica













































Segundo borrador revisado del informe





































Remisión del informe y los comentarios a todos los Estados miembros del CFATF, los COSUN y las entidades observadoras























Los interlocutores presentan comentarios escritos sobre el informe


















Preparación de preguntas sobre las conclusiones del informe 

























Informe de evaluación mutua 























































El plenario recibe el informe y formula una recomendación acerca de si el mismo debe ser adoptado por el Consejo de Ministros


























IV. Comparación de los mecanismos de seguimiento

Cada una de las entidades ha establecido, dentro de su respectivo sistema, mecanismos de seguimiento de la evaluación mutua y la autoevaluación, para analizar el cumplimiento, por parte de los Estados miembros, de las obligaciones que le imponen los tratados, y otros instrumentos. Entre los componentes sustanciales de los respectivos tratados y acuerdos no existe uniformidad, pero hay algunas similitudes en cuanto a la estructura y al mandato de los mecanismos.  En los Apéndices I y II se comparan los diversos componentes de cada uno de los mecanismos.  En el Apéndice III se comparan los marcos cronológicos referentes a la ejecución de los programas de lucha contra la corrupción y el soborno del Consejo de Europa, la OCDE y la OEA.

Tanto el Consejo de Europa como la OCDE han tratado de crear un órgano separado constituido por representantes de los Estados miembros.  Todo Estado miembro del Consejo de Europa puede afiliarse al GRECO en cualquier momento notificando esa decisión a la Secretaría General.  Los miembros del Comité de Inversiones Internacionales y Empresas Multinacionales (CIEM) de la OCDE son delegados de países miembros, y los grupos de trabajo del CIEM están formados por representantes de esos miembros.
  El funcionamiento de la CICAD se basa en mayor medida en el grupo de expertos gubernamentales de coordinación de las actividades de control, en tanto que el informe final es revisado por la CICAD.  Análogamente, la Secretaría establecida por el CFATF se encarga, en medida considerable, de las actividades de seguimiento que se requieren en este contexto. 

Además, cada órgano debe tomar como base de sus análisis sobre el avance logrado por los países las respuestas a cuestionarios con información remitida por los Estados miembros.  En lo referente al grupo de trabajo de la OCDE, los cuestionarios deben ser examinados primero por un grupo de inspectores y por la Secretaría de la OCDE.  Luego se proporciona un informe al Grupo de Trabajo, que realiza entonces su propia serie de consultas, consistentes en un análisis y una evaluación.  En el caso del Consejo de Europa las respuestas al cuestionario son analizadas por el Equipo de Expertos antes de que se lleven a cabo las visitas individuales de países.  Luego los expertos preparan informes, que son analizados por la Secretaría e incorporados al informe de evaluación mutua que el GRECO tendrá en cuenta en su informe final.

En virtud de los mecanismos establecidos por el Consejo de Europa y la OCDE, el órgano responsable del control debe seleccionar el alcance del proceso de evaluación.  El GRECO seleccionó exclusivamente determinados principios, tomados de sus Principios Rectores para la lucha contra la corrupción, para orientar la elaboración del cuestionario y la subsiguiente evaluación durante la primera ronda de su proceso de evaluación.  El Grupo de Trabajo de la OCDE ha optado por utilizar la Convención de ese organismo como patrón de evaluación de las leyes de cada país en la Fase 1 de su proceso de evaluación.  En cambio la Convención de la OCDE se refiere exclusivamente al soborno de funcionarios públicos extranjeros en transacciones comerciales internacionales, por lo cual los cuestionarios se reducen a esos aspectos del tema de la lucha contra la corrupción.

Análisis de los componentes de los mecanismos de seguimiento

actualmente administrados por otras instituciones



Componentes
Instituciones


Organización de Cooperación y

Desarrollo Económicos

(CIEM)
Consejo de Europa 

(GRECO)

(i) Países miembros
Alemania, Australia, Austria, Bélgica, Canadá, Corea, Dinamarca, España, Estados Unidos, Finlandia, Francia, Grecia, Hungría, Irlanda, Islandia, Italia, Japón, Luxemburgo, México, Noruega, Nueva Zelandia, Países Bajos, Polonia, Portugal, Reino Unido, República Checa, Suecia, Suiza, Turquía
Alemania, Bélgica, Bulgaria, Chipre, España, Eslovaquia, Eslovenia, Estonia, Finlandia, Francia, Grecia, Irlanda, Islandia, Lituania, Luxemburgo, Rumania, Suecia



(ii) Participación de países no miembros
Argentina, Brasil, Bulgaria, Chile y la República Eslovaca


Belarús, Canadá,  Estados Unidos de América, Japón, México y la Santa Sede.  Bosnia y Herzegovina ha participado dos veces en reuniones del GMC.

(iii) Introducción
Abril de 1999
1 de mayo de 1999 

(iv) Duración del período
Indefinido
Tres años

(v) Composición
Los miembros del CIEM son delegados de los países miembros


Cada país miembro nombra no más de dos representantes (diversos comités nombran también representantes sin derecho de voto). 

(vi) Presupuesto
La Secretaría intentaría realizar la Fase 1 dentro de un sistema de tope presupuestario que comprendería un nuevo cargo A4 y FF 150.000 para misiones y consultores.  Los participantes cubren los costos vinculados con el llenado del cuestionario y el análisis de la legislación y las contestaciones de otros países al cuestionario y los informes referentes a los mismos.
El presupuesto del GRECO se financia a través de aportes anuales obligatorios de sus miembros.  El GRECO puede recibir aportes voluntarios adicionales de sus miembros o de instituciones internacionales interesadas.  La Oficina le formula preguntas referentes al borrador preliminar el presupuesto anual, que debe ser aprobado por el Comité Legal del Consejo de Europa.

(vii) Votación
No existen procedimientos específicos de votación.
Las decisiones sobre cuestiones no procesales se adoptan por dos tercios de votos emitidos.

(viii) Grupos de trabajo
El Comité de Inversiones Internacionales y Empresas Multinacionales nombra a un Grupo de Trabajo sobre Soborno en Transacciones Comerciales Internacionales.
Elige una “Oficina” formada por siete personas encargadas de proponer procedimientos de evaluación y organizar visitas de países.

(ix) Procedimiento de revisión a cargo de los pares
Se designa a dos países como inspectores principales y se les proporcionan preguntas y comentarios que han de ser tenidos en cuenta en el informe provisional que el Grupo de Trabajo remite a la Secretaría.


Cada miembro del GRECO identifica hasta cinco expertos que puedan prestar servicios en el equipo de evaluación. 

El GRECO nombra luego un equipo de expertos para que realicen la evaluación.

(x) Proceso de evaluación
Los países participantes deben dar respuesta a un cuestionario. 

Los inspectores principales y la Secretaría deben remitir informes provisionales al Grupo de Trabajo, que prepara el informe final.


Debe remitirse un cuestionario a todos los miembros y debe establecerse un marco de evaluación.

El Equipo debe preparar un informe de evaluación y presentarlo al GRECO.

(xi) Temas analizados
Se evalúan las leyes de cada país en el contexto de su sistema jurídico global, a los efectos de que los países se ocupen de los delitos internacionales relacionados con el soborno con el mismo rigor que los delitos internos del mismo género.


La evaluación se refiere al cumplimiento, en  las leyes o prácticas nacionales de los miembros, de disposiciones seleccionadas que figuran en los Principios Rectores y en otros instrumentos jurídicos internacionales adoptados en cumplimiento del Programa de Acción contra la Corrupción.

(xii) Logro de compromisos
La evaluación del Grupo de Trabajo se encamina hacia temas que requieren análisis más detenidos en la Fase II, pudiéndose recomendar la adopción de medidas correctivas.  El Grupo de Trabajo debe realizar el seguimiento una vez finalizada la redacción del informe final, a fin de que sean adoptadas medidas correctivas. 
El informe del GRECO puede contener recomendaciones dirigidas al miembro que es objeto de evaluación.  Luego el GRECO lo invita a informar sobre las medidas adoptadas para aplicar esas recomendaciones.

Análisis de los componentes de los mecanismos de seguimiento

actualmente administrados por otras instituciones



Componentes
Instituciones


CICAD

Mecanismo de Evaluación Multilateral  (MEM)
CFATF

Proceso de Evaluación Mutua

(i) Países miembros
Estados miembros de la OEA.
Anguila, Antigua y Barbuda, Aruba, Bahamas, Barbados, Belice, Bermuda, Costa Rica, Dominica, Granada, Islas Caimán, Islas Turcas y Caicos, Islas Vírgenes Británicas, Jamaica, Montserrat, Antillas Neerlandesas, Nicaragua, Panamá, Saint Kitts y Nevis, Santa Lucía, San Vicente y las Granadinas, la República Dominicana, Suriname, Trinidad y Tobago y Venezuela. 



(ii) Participación de Estados no miembros
Esta categoría comprende a todos los países y entidades que tienen carácter de observadores ante la OEA.
Los países COSUN son: Canadá, Estados Unidos de América, España, Francia, Países Bajos, la República Dominicana y el Reino Unido.  Las entidades observadoras son: la CARICOM, el CARIFORUM, el CCLEC, el BDC, la Secretaría del Commonwealth, la Comisión Europea, la Secretaría del GAFI, la Secretaría de APG, el BID, la INTERPOL, CICAD/OEA

OGBS - Jersey, el PNUFID y GPML.



(iii) Introducción
Diciembre de 1995
1990

(iv) Duración del período
Indefinido
Indefinido

(v) Composición
Los Estados miembros de la OEA designan representantes titulares y suplentes ante el Grupo de Expertos Gubernamentales (GEG).  La CICAD fue establecida como organismo de la OEA dotado de autonomía técnica.  La Secretaría General de la OEA, en consulta con la Comisión, designa a un Secretario Ejecutivo.  Éste encabeza un organismo especializado formado por funcionarios profesionales y administrativos, que ha llegado a conocerse como Secretaría Ejecutiva de la CICAD. 


El Consejo de Ministros es la autoridad suprema dentro del CFATF y está formado por un representante ministerial o un suplente debidamente autorizado de cada miembro.  Cada miembro está también representado por un alto funcionario en el Plenario.

(vi) Presupuesto
Cuando se estableció el MEM, los costos vinculados con el GEG comprendían costos anuales, de apoyo y costos por única vez, de instalación.
Los miembros cubren el costo de su participación en las actividades del CFATF. 



(vii) Votación
No existen procedimientos específicos de votación.
No existen procedimientos específicos de votación.

(viii) Grupos de trabajo
La CICAD estableció un Grupo de Trabajo Intergubernamental encargado de diseñar el Mecanismo de Evaluación Multilateral.
No existen grupos de trabajo específicos.

(ix) Proceso de revisión a cargo de pares
A través del programa se procura respaldar a los Estados para la ejecución de sus planes nacionales, para promover el fortalecimiento de su capacidad de confrontar el problema, estimular el desarrollo de programas de asistencia técnica y capacitación y elaborar informes periódicos sobre la situación del problema en los países y en el Hemisferio. 


A través del programa se procura ofrecer el debido reconocimiento cuando se han alcanzado los puntos de referencia estándar, pero tratando de  lograr mejoras cuando sea necesario.  También se procura identificar fallas que hayan sido detectadas y formular recomendaciones cuando se compruebe su existencia.  A través de una gama de entrevistas con funcionarios del sector privado y del sector público, el equipo procura crear un cuadro preciso del marco de lucha contra el blanqueo de capitales del país vigente en el momento de la visita.

(x) Proceso de evaluación
El Grupo de Expertos Gubernamentales utiliza los resultados de las respuestas dadas por los países a los cuestionarios, así como el documento resumido presentado por cada gobierno para realizar evaluaciones país por país.  Luego se presenta el borrador de una evaluación final a la Comisión a los efectos de su consideración y aprobación.  Esos borradores preliminares han sido proporcionados a cada país a los efectos de obtener comentarios nacionales, que se recibieron en agosto.  En septiembre los evaluadores efectuarán un análisis adicional y perfeccionarán el texto del borrador, además de establecer recomendaciones más pertinentes para ese momento.  En noviembre los evaluadores efectuarán un análisis final, utilizando los resultados nacionales acumulados para elaborar una evaluación hemisférica.
Los miembros deben dar respuesta anualmente a un cuestionario de autoevaluación, de modo de tener en cuenta las recientes modificaciones legales y reglamentarias.  El Formulario de la Encuesta de Evaluación Mutua debe ser llenado también por cada estado miembro antes de la visita de país por los inspectores.  La Secretaría prepara listas de expertos en conjunción con los miembros. Luego se nombran inspectores en ámbitos tales como asuntos legales y judiciales, finanzas y seguridad pública, para que realicen visitas de países y den a conocer sus conclusiones a la Secretaría, que luego prepara un informe inicial.  Éste debe ser examinado por el Estado miembro, los inspectores y los interlocutores, antes de que se presente un informe final al Plenario. 

(xi) Logro de compromisos
El MEM aplica el principio de exclusión de sanciones de cualquier tipo y respeto al carácter confidencial de las deliberaciones y de la información proporcionada por los Estados.  El MEM se ocupa principalmente de evaluar las políticas vigentes e identificar sus aspectos positivos y negativos.
Cuando se detectan fallas, el miembro examinado debe preparar un programa de trabajo que incluya las apropiadas medidas correctivas que hayan de aplicarse y un marco cronológico determinado en que han de llevarse a cabo esas medidas.  La Secretaría debe vigilar la aplicación de ese programa con la colaboración activa del miembro examinado, debiendo presentarse informes de situación en cada reunión plenaria hasta que todas las recomendaciones hayan sido aplicadas.

CRONOGRAMA DE ACTIVIDADES

Organismo


1994


1995


1996


1997


1998


1999


2000


2001



Consejo de Europa


El Consejo conviene en establecer un grupo multidisciplinario sobre corrupción


El Consejo adopta 20 Principios Rectores de lucha contra la corrupción
El Consejo adopta la Res. (98)7 por la que se autoriza el establecimiento del GRECO
El Consejo adopta la Res. (99)5 por la que se establece el GRECO
Comienza el 1 de enero de 2000 la primera ronda de evaluación del GRECO
Finaliza el 31 de diciembre la primera ronda de evaluación del GRECO






































































Se abre a la firma en enero la Convención sobre Derecho Penal
Deben completarse los cuestionarios (mayo)

Visitas de países (julio a octubre)


OCDE


La OCDE conviene en una Recomendación inicial sobre soborno en transacciones comerciales internacionales


La OCDE adopta la Convención sobre lucha contra el soborno de funcionarios públicos extranjeros en transacciones comerciales internacionales

En la Fase I del Proceso de Evaluación comienza a realizarse la evaluación de la congruencia de las leyes con la Convención.
El Grupo de Trabajo sobre Soborno en Transacciones Comerciales Internacionales emite informes de países (junio)
Comienza la Fase II con estudios de las estructuras establecidas para hacer cumplir las leyes de aplicación de la Convención











































































Prosigue la Fase I con la remisión de cuestionarios a los países (abril)
Se prevé la culminación de la Fase I

(diciembre)


OEA




La OEA adopta la Convención Interamericana contra la Corrupción
La OEA adopta el Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción

La Secretaría de la OEA diseña un cuestionario y los Estados miembros remiten comentarios
Se reciben, a más tardar en agosto, 10 respuestas a los cuestionarios












































































Se remiten los cuestionarios a los Estados miembros, para que les den respuesta
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1.	En mayo de 1996 la OCDE adoptó una Recomendación sobre Deducibilidad de Sobornos a Funcionarios Públicos Extranjeros.


2.	El GAFI es un grupo del G7 que se reúne en la Sede de la OCDE y que cuenta en parte con los servicios del mismo Directorio de la Secretaría de la OCDE que el Grupo de Trabajo. 


3.	El Grupo de Trabajo reconoció el serio compromiso y esfuerzo de los países que fueron evaluados en la primera ronda de inspecciones de la Fase 1.  Además, todos los países inspeccionados colaboraron plenamente, lo que permitió comprender cabalmente sus leyes y dar respuesta a las preguntas planteadas por el Grupo.





4.	En la Resolución, el Consejo decidió que a los países participantes no miembros les serán aplicables los cargos siguientes:





1.	Observadores ordinarios


i) Un cargo anual de FF 30.000 para un comité que dependa directamente del Consejo (“comité principal”), incluidos sus órganos subordinados a los que se refiera la invitación.


ii) Un cargo anual de FF 10.000  por órgano subordinado cuando el país no sea un observador en el comité madre principal, hasta un máximo de FF 30.000 para más de tres órganos subordinados del mismo comité.


iii) Los costos marginales significativos de la integración inicial del país observador y de la actividad especial subsiguiente vinculada con el mismo, en la medida en que esos costos superen los cargos anuales correspondientes al órgano de que se trate.





2.	Participantes plenos


i) Un porcentaje anual calculado sobre la base utilizada para la determinación de los cargos del Estado miembro, de los costos estimados del órgano subsidiario de que se trate, incluido un cargo general del 10% o un cargo equivalente a una vez y media el cargo pertinente del país observador, si este último fuera más alto.


ii) Todo costo marginal significativo correspondiente a la integración inicial del participante.





3.	Tope máximo


En ningún caso el monto agregado de los cargos aplicables a un país participante que no sea miembro podrá superar el aporte presupuestario total mínimo de un país miembro.


5.	En virtud de los principios que encierra la Declaración de Kingston, los Estados miembros del CFATF acordaron aplicar efectivamente las 40 recomendaciones del GAFI y las 19 del CFATF, la Declaración de Kingston, el Reglamento Modelo de la Organización de los Estados Americanos y el Plan de Acción de la Cumbre de las Américas, en lo pertinente.


6.	Argentina, Brasil, Chile y la República Eslovaca también participan en las reuniones de CIEM.









_1033286162.doc
[image: image1.png]






